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StrNTENCIA INTERLOCUTORIA DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

Lina. 5 de novier¡bre de 2018

ASUN'I'O

Rccurso dc agravio coÍlstitucioiral interpuesfo por don Fernando lvár1 Maqucra
Ma¡nani por derecho propio y en representación de Servicios Generales FER EIRL
contra la resolución de fojas 60, de fecha 2 de febrcro dc 2017, cxpcdida por la Sala
Mixta l)escenlralizada de llo de la Cone Superior de Justicia de Moquegua que

confir¡¡ando la apelada, declaró improcedenle la demanda de autos.

UNDAMENTOS

ntencia emitida cn cl Exped;en1e 00987-2014-PA/IC, publicada en el diario
El Pcruono el 29 de agosto de 201,4. este Tribunal eslableció, cn cl
enlo 49, con carácter de plecedente, que se expedirá scntencia intcrlocutoria
loria, dictada sin más trárite, cuando se presente alguno dc los siguicntes

supueslos, que igualmente están contenidos en el artículo l1 del Reglamenlo
Normativo del Tribunal Constitucional:

a)
b)

r)

Carezca de fundamentac¡ón la supuesta vulneración que se invoque.
La cuestión de Derecho contenida en el recurso no sea de especial
trascendencia constitlrcional.
La cueslión de Derecho invocada contradiga un precedente del Tribunal
Constitucional.
Se haya decidido de manera desestima¡oria en casos sustancialmente iguales.

2. En el presente caso, se evidencia que el recurso dc agravio no está relerido a una
cuestión de Derecho de especial trascendencia constilucional. Al respecto, un
recurso carece de esta cualidad cuando no está relacionado con el contenido
constitucionalmente protegido de un derecho lundamental; cuando versa sobrc un
asunto materialmente excluido del proceso de tutela de que se trata; o, finalnlente,
cuando Io pretendido no aludc a un asrnto que requiere una tutela de especial
urgencia.

Expresado de otro modo, y tenicndo en cuenla lo precisado en el fundamcnto 50 dc
la sentencia emitida en el Expcdicnte 00987-20 l4-PA/TC. una cuestión no rcvisle
especial trasccndcncia co¡slitucional en los sigLlientes casos: (l) si una ful!¡la
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rcsolución del Tribunal Constitucional no soluciona algún confliclo de releva¡cia
co¡stilucional, pues no qxistc lesión que comprometa el derecho fundamental
involucrado o se trata de un asunto que no corresponde resolver en la vía
constitucional; o (2) si no existe necesidad de tutelar de manera urgenle el derecho
constilucional invocado y no median razones subjctivas u objetivas que habiliten a
cstc órgano colegiado para emitir un pronunciamiento de fbndo.

En la prcsentc causa, cl actor solicita que se declare nula Ia Resolución 2, de fecha
15 de agosto de 20i6, expedida por Ia Sala Mixta Descentralizada de Ilo de 1a Corte
Superior de Justicia de Moquegua (cfr. lojas 7), que confirmó la Resolución 5,1, de
fecha 23 de mayo de 2016, que declaró improcedente su pedido de suspensión de la
diligcncia dc lanzemiento solicitada en los seguidos en su contra y otro por el
IIBVA Ilanco Conli¡enlal sobre ejecución de garantías.

ás generales, el demandante maniflesta que ha inlerpucsto dcmanda dc
de cosa juzgade fiaudulenta contra cl BBVA llanco Continenlal slrcursal
iante la cual solicita la nulidad del auto final y su confin¡aloria expedidas

cl proceso de ejecució¡ de garanlía cilado, por lo que considera se debe deiar sin
electo la diligencia dc lanzamienlo ordenada hasta las resueltas del proceso de
nulidad de cosa juzgada lraudulenta. Por consiguiente. denLrncia que han vulnerado
sus derechos lundamenldles a la tutela.jurisdiccional efectiva y al debido proceso en
su nranileslación del derecho a la debida motivación de las resolucionesjudiciales.

Sin cmbargo, tales alegatos no encuentran respaldo directo en el contenido
constilucionalnlentc prolegido de los referidos derechos f'undamentales, pues e¡
puridad, lo que cuestiona es la apreciación fáctica y jurídisa realizada por la
judicatura ordinaria en el proceso de ejecución de gara¡tías subyacenle. que
dcsest;mó s!¡ pedido de suspensión de diligencia de lanzamienlo al resullar
insostcniblc la prclc¡sión.

7. En todo caso, csta Sala del lribunal Constitucional estima que el mero hccho dc
que el ¡ccionanle disienta de la lundamentación que sirve dc respaldo a la
resolución cueslionada no significa que no existajustiflcación o que. a la luz de los
hechos del caso. aquella sea aparente, incongruente, insuficiente o incurra en vicios
de motivación interna o externa.

8- Por lo tanto, no corresponde emitir un pronuncialniento de fbndo, ya quc la
judicatura constitucional no es compelente para examinar el mérito de Io finalmente
decidido en el proceso subyacenle rn olras palabras, si se debe suspender Ia
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diligencia de lanzamicnto ordenada o no-, ya que ello es un asunto de naturaleza

civil que corresponde dilucidar a lajudicatura ordinaria.

9. En consecuencia, y de Io cxpucsto en los fundamentos 2 a I rrpl¿. se verifica que

el prescnte recurso de agravio ha incurrido en Ia causal de rechazo prevista en el

acápitc b) del t'undamento 49 de la sentencia emitida en el Expediente 00987-2014-
PA/TC y en el inciso b) del articulo ll del Reglamento Nonnaiivo del Tribunal
Constitucional. En tal sentido, corresponde declarar, sin más trámite, improcedente
el recurso de agravio constitucional-

Por estos lunda¡¡entos, el 'l'ribunal Constilucional, con Ia autoridad que le
confiere la Constitución Polí1ica del Perú, y la participación dcl magistrado Espinosa-
Saldaña Barrera, convocado para dirimir la discordia suscitada por el voto singular del
magistrado Ferrero Costa,

RESUELVE

Declarar IMPROCEDENTE el recurso de agravio constitucional porque la cuestión de
Derecho confcn;da cn el rccurso carecc pccial trascendcncia constitucional

VII ttANDA CANAI,I,]S
SA¡tDÓN I)E TAI}OADA
ESPINOSA-SALDAÑA

Loq 6,ertiÍico:
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Publiq!¡ese y notiflquese.
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VOTO SINGULAR DEL MAGISTRADO FERRERO COSTA

Con la potestad que me otorga Ia Constilución. y con el mayor respeto por la ponencia
de mi colega magistrado, emito el presente voto singular, para expresar respetuosamente
que disiento del precedente vinculante establecido en la Sentencia 00987-2014-PA/TC,
SENTENCIA INTERLOCUTORIA DENEGATORIA, por los fundamenros que a
sontinuación expongo:

La Constitución de 1979 creó el Tribunal de Garantías Constitucionales como
instancia de casación y la Constitució¡ de 1993 convirtió al Tribunal Constitucional
en inslancia de fallo. l,a Constitución del 79. por primera vez en nuestra histor¡a
constitucional, dispuso la creación dc uD órgano .J¿ ,hoc, independiente del poder
Judicial, con la tarea de garantizar la suprcmacía constitucional y la vigencia plena
de los derechos fundamentales.

2- La Ley Fundamental de 1979 establcció que el Tribunal de Garantjas
Constitucionales era un órgano de control de la Consfitución, quc ten ia j urisdicción
en todo el territorio nacional para conocer. e, tiu de casacíón. de los habeas corput
y amparos denegados por el Poder Judicial, lo que implicó que dicho Tribunal no
constituía una instancia habilitada para fallar en fbrnta definitiva sobre la causa. Es
decir, no se pronunciaba sobre los hechos invocados como amenaza o lesión a los
dereiho- reconocidu. en Id ( o¡5lilUción.

3. En ese sentido. la Le¡, 23385, Ley Orgánica del 't'ribunal dc Carantías
Constitucionalcs, vigente en ese momento, estableció, en sus artículos 42 al 46, t¡uc
dicho órgano, al encontrar una resolución dcnegatoria que ha violado Ia ley o la ha
aplicado en forma errada o ha incurrido en graves vicios procesales en Ia
tramitación y resolución de la demanda. procederá a casar la sentencia y, luego de
señalar la deflciencia, devolverá los actuados a la Corte Suprema de Justicia de la
República (rcenvio) para que emita nuevo lallo siguiendo sus lineamientos,
procedimiento que, a todas luces, dilalaba en exceso los procesos constitucionales
mencionados.

4. EI modelo de tulela antc amenazas y vulneración de derechos lue ser¡amente
modificado en la Constitllción de 1993. En primer lugar, sc amplían ¡os
mecanismos de tutela de dos a cuatro. a saber. habcas corpus, amparo. habeas data
y acción de cumplimiento. En segundo lugar, se crea al'l'ribunal Conslitucional
como órgaoo de control de Ia constil!¡cionalidad, aun cuando la Constitución lo
califica erróneamente como "órgano dc control dc Ia Constitución,,. No obstanle. en

TRIBUNAL CONSTITUCIONAL
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EL DERECHo A stiR oiDo coMo MANIFEst.^cIóN DE t.a DEMocRATIZACIóN DE Los
PRocEsos Co)¡STI IUC|oNALDS DE r,A LIBERT^D

La administración de justicia constitucional dc ]a libertad que brinda e¡ .l.ribunai

ConstitLrcional, desde su creación, es rcspctuosa. colro corresponde, del derecho de
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materia de procesos constitucionales de la libertad, la Constitución establece que el
Tribunal Constitucional es instancia de revisión o fallo.

5. Cabe señalar que la Constitución Política dcl Peñ, en su artículo 202, inciso 2,
prescribe que corresponde al 'lribunal ConslilLlcioñal "conocer, en últimu y
defúítíya instafici.t, las resoluciones tlenegatorias dictadT en los procesos de
habeas corpus, amparo, habeos tlata y dcción de cumplimiento,,. Esta disposición
constit!¡cional, desde una posición de fianca tutela de los derechos fundamentales,
exige que cl Tribunal Constitucional escuchc y evalúe los alegatos de quien se
estima amenazado o agraviado en un derecho fundamental. Una lectura diversa
contravendria mandatos esenciales de la Constitució¡, como son e¡ principio de
def¡nsa de la persona humana y el rcspeto de su dignidad oomo fin supremo de la
sociedad y del Estado (artículo l), y "Lt obsenonctu del debido proceso y tutela
jurisdiccional. Ningúnú per.rona puede rcr desviada de la jurísdicción
predelermindda por la ley, ni someticla a proced¡n¡ento distinto de los preyiamente
establecidos, ni itzgdda por órganos juri¡diccionalas de excepción ni pot
comisíones especídles crcadas al el¿cb cudqtier.t sea su d¿nominación,t.
con\agradd en el ¿rlr\'ulo l3q, inci.o J.

6. Como se advierte, a diferencia de lo que acoDtcce en otros paises, en los cuales el
acceso a la últi¡na instancia constitr¡cional tiene lugar por la vía del certiorari
(Suprema Corte de los Estados Unidos), en c1 Perú el poder Constituyente optó por
un órgano supremo de interpretación de la Constitución capaz de ingresar al fondo
en los llamados procesos de Ia libertad cllando el agraviado no haya obtenido una
protección de su derecho en ssde del Podcr Judicial. En otras palabras, si lo que
eslá en discusión es la supuesta amenaza o lesión dc un derecho fundamenlal. se
debe abrir 1a via correspondiente para que el Tribunal Constitucional pueda
pronunciarse. Pero la apertura de esta via solo se produce si se permite al
peticionante colaborar con los jueces co¡slilucionalcs mediante un pomenorizado
análi\i5 Je lo quc .e prelendc. de lo qlte .c in\., r.

Lo constitucional es esc!¡char a la parte conlo conc¡etización de su derecho
¡rrenunciable a Ia defensa; adeÍnás. un Tribunel Constitucional const¡tuve el más
elecli\o meJiL, de clcfen:a de Io. d(re.ho. i ..lamenrale: lrente a lo, podercs
públicos y privados. lo cual cvidencia cl lriunfo de la justicia frenie a Ia
arbitrariedad.
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defensa inherente a toda persona, cuya manifestación prirnaria es el derecho a ser
oído con todas las debidas garantías al interior de cualquier proceso en el cual se
determinen sus derechos, intereses y obligaciones.

9. Precisamente, mi alejamiento respecto a la emisión de una resolución constitucional
sin realiza¡se audiencia de vista está relacionado con la defensa, Ia cual, sólo es
electiva cuando el justiciable y sus abogados pucden exponer, de manera escrita y
oral, los argumentos pertinentes, concretándose el princip;o de inmediación que
debe regir en todo proceso constitucional.

10. Sobre la intervención de las partes, corresponde señalar que, en tanto que Ia
potestad de administrar justicia constituye una manifestación del poder que el
Estado ostenla sobre las personas, su ejercicio rcsulta constitucional cuando se
brinda con estricto respeto de los derechos inherentes a todo ser humano, lo que
incluye el derecho a ser oído con las debidas garantias.

Il. Cabe añadir que la participación directa de ]as partes, en defensa de sus interesss,
que se concede eü la audiencia de vista, también constituye un elemento quc
democratiza el proceso. De lo contrerio, se decidiría sobre la esfera de interés de
una persona sin permitirle alegar lo corespondiente a su favor, lo que resultala
excluyente y antidemocrático. Además, el Tribunal Constitucional tiene el deber
ineludible de optimizar, en cada caso concreto, las razones, los motivos y los
argumentos que justifican sus decisiones, porque e¡ Tribunal Constitucional se
legitima no por ser un tribunal de justicia, sino por la justicia de sus razonesl por
expresar dr: modo suficien¡e las razones de derecho y de hecho relevantes en cada
caso que ¡esL¡elve.

12. En €se sentido, la Corte Interamericana de Derechos Humanos ha establecido que el
dereclro de defensa "obtiga al Estaclo e tratdr al indiyiduo en todo momento como
un reldiLlero sujeto del pruceso, en el nás Llt¡ ío ¡e Íido tle este concepto, y no
simplemefite como objeto del mismo"\, y gue "pdra que exisía alebido proieso iegat
es preciso que un jusíiciable pueda hacer yoler sus derechos y defender sut
intehi\ ¿n lurma elctit¿ v en conriicion. t rfe ipaklaLl fro.evll con otros
justic¡obfu.\"'.

I Corte IDH. Caso Barreto Leiva vs. Venezuela, sentencia del l7 de noviembre de 2009.
párrafo 29.

' Co.te IDH. Caso Hilaire, Constanti¡e y Benjamin y otros vs. Trinidad y Tobago,
sentencia del2l dejunio de 2002. párrafo 146.

t{rt1
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NATUR {LEz-a PRocESAL DEL RECURSo DE ]\cR^yro CoNsTI.r.uCroNAL

13. El modelo de "instancia dc fallo" plasrnado cn la Constitución no pu€de ser
desvirtuado por cl 'fribunal Constitucional si no es con grave violación de sus
disposiciones. Dicho Tribunal es su intérprete suplemo, pero no su reformador, toda
vez que como órgano constiluido también está sonretido a Ia Constitución.

14. Cuando se aplica a un proceso constitucional de la libertad la denominada
"sentencia interlocutoria", el recurso de agrevio constitucional (RAC) pierde su
verdadera esencia juridica, ya que el Tribunal Constitucional no tiene competencia
para "revisar" ni mucho menos "recalificar" el recurso dc agravio constitucional,

15. De confbrmidad con los articulos l8 y 20 de¡ Código procesal Constitucional. el
Tribunal Constitucional no "concede" el r(curso. L\tiL es una colnpetencia de la
Sala Superior del Poder Judicial. AI Tribunal lo quc Ie corresponde es conocer del
RAC y pronunciarse sobre el londo. Por ende, no le ha sido dada Ia competencia de
rechazar dicho rccurso. sino por el contrario de ',conocer,, lo que la parte alega
como un aBra\ io que le cau.a indeten.ió r.

EXf. N.' 0 r 056-20I7,PA/IC
MOQUIICUA
|ERNANDO lVÁN MAQUERA MAMANI
Y I]MPRESA DE SERVICIOS CENERALES
IER EIRL

Por otro lado, la "sentencia interloculoria,, cstablece como supuestos para su
aplicación fólmulas imprecisas y ampli4s cuyo conlenido, en el mejor de loi casos,
requiere ser aclarado, justifioado v concretado en supuestos específicos, a saber,
identificar e¡ qué casos se aplicaria. No haccrlo, no definirlo, ni justificarlo.
convierte el empleo de Ia precitada scnlcncia en arbilrario, toda vez que se podría
afectar, entre otros. el derecho lundamcntal de def-ensa, en su manifestación de ser
oído con las debidas garantías. pues cllo daria lugar a decisiones subjetivas y
carentes de predictibilidad. afectando notablementc a los justic¡ables, quienes
tendrian que adivinar qué rcsolverá el TribL¡nal Conslitucional antes de presentar su
respectiva demanda.

17. Por ¡o demás, mufatis mutandis, el ptecedente vinculante contenido en la Sentencia
00987-2014-PAn'C repire lo señalado por el Tribunal Constitucional en orros
fallos, como lrn el caso Luis Sánchez Lagomarcino Ramírez lsentencia 02g77-
2005-PHC/TC). Del mismo modo, constitu)c una rcafirmac¡ón de la naruraleza
procasal de los procesos conslitucionalcs de la libcÍad (supletoriedad, vía pre\ia,
vias paralelas, litispendencia, invocación del derecho constitucional Iíquido y
cierto, ets.).

18. Sin embargo, el hecho de que los proccsos constitucionales de la libertad sean de
una naturaleza procesal distinta a la dc los proccsos ordinarios no constituve un
moti\o para que se pueda dc.!rfluar la c\<ncia ptinciTJl del recur.o de agrario
constitucional.
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Por tanto, si se tiene en cuenta que la jüslicia en scde constitucional rep¡esenta la
última posibilidad para protegcr y reparar los derechos funrlamentaies de los
agraviados. voto a favor de que en el presente caso se convoque a audiencia para la
vista, lo que garantiza que el Tribunal Constitucional. en tanto instancia última v
deflnitiva, sea Ia adecuada para poder escuchar a las personas afectadas en su's
derechos esenciales cuando no encucntran justicia en el poder Judicial;
especialmentc s¡ se tiene en cuenta que, agotada la vía constituciooal. aljusticiable
solo le queda el camino dc la jurisdicción internacional de protección dé derechos
humanos.

Como afirmó Raúl Ferrero Rebagliati, ,,la defensa delderecho de uno es. al mismo
tiemnu. una delen.a lot¡l de ld Crn.ritJ,ion. pue. .i roda gi¡ranlia conslitucional
entraña el acceso a la prestación jurisdiccional. cada cual al defendcr su derecho
está defendiendo el de los demás y el dc la comunidad que resulta oprim¡da o
envilecida sin la protección judicial auréntica,

trn'ilw1
Lo que


